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La política social de nueva generación.

Derechos sociales efectivos

En el centro de la política de desarrollo social del Presidente Enrique Peña Nieto, radican concepciones de la democracia y del papel del Estado abiertamente garantistas. Este punto de partida es esencial para comprender que a través de diversos frentes el Presidente está articulando las bases de un Estado social para el que los derechos sociales de las personas constituyan la razón de ser de nuestra democracia. Hilvanar y reactivar los instrumentos institucionales, conceptuales, presupuestarios y de gestión disponibles a fin de generar un piso mínimo de bienestar para las personas, no es una tarea sencilla.

Desde una perspectiva macro, México ha pasado muchos años con políticas públicas desarticuladas entre lo económico y lo social. Esta situación ha sido producto de una visión de Estado segmentada, dividida, como si no hubiera relación entre producir crecimiento y generar bienestar para las personas y familias en pobreza.

El gobierno del Presidente Enrique Peña Nieto ha definido una perspectiva distinta y necesaria. Desde el Plan Nacional de Desarrollo, eje rector de la política pública para el sexenio 2013-2018, se trazaron metas nacionales concatenadas, en estrecho diálogo: un México próspero y un México incluyente no son objetivos que puedan conseguirse a través de instrumentos ajenos entre sí o desarticulados.

En la nueva perspectiva, la política de desarrollo social adquiere un lugar central en la operación diaria del Estado; la atención de la pobreza no es una actividad asistencial para paliar los efectos de la política económica. Partimos de la premisa de que sin equidad no hay desarrollo, de que sin inclusión no hay crecimiento, de que sin derechos sociales efectivos nuestra democracia es un cascarón vacío.

En la forma de operar de la Cruzada Nacional contra el Hambre –estrategia de inclusión que se retomará más adelante- subyace este componente garantista, esta perspectiva de un Estado social, al menos en las siguientes dimensiones:

· Se articulan dos principios claves de la teoría de los derechos humanos y del Estado social: la necesidad de dotar a las personas de un piso mínimo que haga posible su desarrollo con dignidad y autonomía y la progresividad. En otros términos: en México no pueden existir personas que vivan en pobreza extrema y que tengan carencia alimentaria. Establecido este piso se construyen soportes individuales y colectivos que brinden a los titulares de derechos mejores oportunidades y condiciones de igualdad.
· Se involucra a todos los niveles de gobierno y a la sociedad civil organizada (en comités comunitarios, en organizaciones civiles) en la consecución de un objetivo que es asumido como una obligación del Estado: erradicar la pobreza extrema de alimentación. 
· Se parte de la premisa de que las personas no son meros objetos de las políticas públicas sino titulares de derechos que deben participar a lo largo del proceso de aplicación de dichas políticas.
 
Efectivamente, para el gobierno del Presidente Enrique Peña Nieto los derechos sociales son un tema prioritario de la acción del Estado y de la política de desarrollo social. Con población sin condiciones para disfrutar de una alimentación adecuada, de salud, de educación, de vivienda digna; sin un ingreso suficiente y una red de seguridad social operativa, no puede hablarse del cumplimiento cabal del mandato de la sociedad al gobierno.

Federalismo social

El gobierno de la República, además, ha trasladado estas premisas a la relación de la federación con los otros órdenes de gobierno, no sólo en lo que concierne a la creación del Sistema Nacional para la Cruzada contra el Hambre sino también en esquemas más efectivos de rendición de cuentas y en un ejercicio de recursos públicos mejor orientado.

En 2013 la SEDESOL presentó una propuesta para realinear el Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social (FAIS) a través de una serie de cambios a la Ley de Coordinación Fiscal. Este Fondo fue creado en 1998 con un monto presupuestario de 10 mil millones de pesos, el cual ha crecido hasta llegar a contar este año con casi 58 mil millones de pesos. Es uno de los ocho fondos que integran el Ramo 33 del Presupuesto de Egresos de la Federación, diseñado específicamente para que las autoridades locales lleven a cabo acciones que reduzcan la pobreza a través de la construcción de infraestructura básica y de la atención a las necesidades más apremiantes de la población.

Los recursos de este Fondo –ejercido casi en un 88% por los municipios y el 12% restante por las entidades federativas-, transferidos de la federación a los estados y municipios, deben ser aplicados en acciones que abatan carencias sociales establecidas en la Ley General de Desarrollo Social. El objetivo es muy sencillo: que cada peso destinado a reducir la pobreza se emplee en ello y genere los efectos esperados.

La propuesta a la Ley de Coordinación Fiscal impulsada por la SEDESOL fue aprobada por el Poder Legislativo federal. Los cambios más relevantes son:

· Se toman de la Ley General de Desarrollo Social los conceptos básicos de pobreza y sus indicadores para precisar a la población objetivo y las zonas de atención prioritaria;
· Se modifica la fórmula de distribución para utilizar información reciente y garantizar que no se disminuirán los recursos del Fondo a los municipios que logren avances en la disminución de rezagos sociales. Aunque parezca increíble, la fórmula de distribución de los recursos contenida en la Ley de Coordinación Fiscal anterior era tan compleja que dificultaba a las autoridades municipales determinar con exactitud los recursos que por ley les correspondían anualmente. Tal y como estaba diseñada, la fórmula provocaba que la mejoría en indicadores sociales no repercutiera en la asignación de mayores recursos para las administraciones estatales y municipales. Peor aún, dada la obsolescencia de los datos censales, al actualizarse éstos en el 2011 conforme al resultado del último Censo de Población del INEGI, se ocasionó que alrededor de mil municipios perdieran una importante cantidad de recursos al mejorar sus indicadores. Se generaban así incentivos contrarios al objetivo manifiesto del Fondo, ya que para mantener o elevar los recursos se necesitaba… mantener o empeorar los niveles de pobreza.
· Se obliga a la SEDESOL a dar capacitación permanente a estados y municipios para la correcta operación del FAIS;
· Se emite un catálogo de obras, así como lineamientos que dan mayor exactitud en la aplicación de recursos, desterrando imprecisiones, discrecionalidad y vacíos legales.

El uso y el impacto de esta bolsa de recursos en la disminución de la pobreza, además, conlleva aspectos de rendición de cuentas que no hay que pasar por alto.

La operación del FAIS a lo largo de los años había suscitado numerosas observaciones del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL) y de la Auditoría Superior de la Federación. En otros términos: dos instituciones esenciales de la estructura de rendición de cuentas en materia de desarrollo social encontraban oídos sordos a sus cuestionamientos sobre la efectividad del FAIS. 

Ambas instancias señalaban que la aplicación del FAIS era ineficaz, poco transparente (un número importante de municipios omitían reportar a SEDESOL y a la Secretaría de Hacienda y Crédito público sobre el uso de sus recursos), concentrada excesivamente en las zonas urbanas y que servía para financiar obras que no cumplían la normatividad ni tenían relación con los objetivos del desarrollo social.

Con la reforma a la Ley de Coordinación fiscal, se devuelve a la función evaluadora de estas instituciones su sentido público y social y restituyen al sistema de rendición de cuentas una buena dosis de efectividad.

Como se ve, la política de desarrollo social en el gobierno del Presidente Enrique Peña Nieto es integral y echa mano de los instrumentos disponibles para hacer efectivos los derechos sociales.

La participación: eje de la política de desarrollo social  

Como dije más arriba, la prioridad manifiesta y más emblemática del gobierno federal es la atención de 7 millones de personas que padecen pobreza extrema y presentan carencia alimentaria, de acuerdo con las definiciones del CONEVAL. Este sector es prioritario porque concentra los rezagos sociales más acuciantes.

En la Cruzada Nacional contra el Hambre convergen programas y acciones de gobiernos estatales y municipales de todos los colores políticos. Con la puesta en marcha de esta estrategia se ha desterrado la idea de que la política de desarrollo social debe responder a intereses de partido. 

Por el contrario, la dimensión del problema a enfrentar es tal que resulta indispensable sumar esfuerzos, coordinar instituciones, concertar acciones enfocadas a metas comunes, con mediciones e indicadores parejos para todos. Hemos avanzado en una certeza: las familias pobres, de los municipios, los estados y la federación son los mismos pobres. Por primera vez en la historia de la política de desarrollo social en México se contará con un Padrón Único de Beneficiarios que permitirá a todos los gobiernos, académicos u organizaciones civiles identificar a las personas que reciben apoyos de programas sociales, a fin de erradicar duplicidades, clientelismos o favoritismos de cualquier tipo. No hay mejor antídoto contra el clientelismo que la transparencia.

Uno de los eslabones más significativos de la Cruzada Nacional contra el Hambre es el papel que ocupa la participación social. Intentamos restituir ese fino tejido que conecta a un tomador de decisión con el titular de derechos que resiente el efecto de esa decisión.

Para ejemplificar la complejidad de esta labor vale la pena trazar para el lector sus líneas maestras:

· En primer término, hay que concebir a las personas como sujetos que forman parte de comunidades en territorios específicos. La relación del Estado con esos individuos no puede reducirse a un retiro mensual o bimestral de recursos en un cajero automático. Hay que activar la comunicación de los individuos y comunidades –pueblos, colonias, barrios, comunidades indígenas- con los agentes gubernamentales para que sean un elemento activo en el ciclo de la política pública.
· Para ello hay que desarrollar dos procesos simultáneos: incentivar la creación de comités comunitarios y formar promotores ciudadanos que fomenten su operación y auxilien a las comunidades a orientar la oferta gubernamental de servicios y apoyos para la atención de rezagos sociales específicos. ¿Qué implica esto? Que para constituir en año y medio poco más de 60 mil comités comunitarios tuvieron que realizarse el mismo número de asambleas en las que los vecinos de la comunidad eligieron a sus representantes y establecieron comisiones de trabajo. Es decir: hoy hay más de 216 mil personas que integran mesas directivas de comités comunitarios en todo el país, discutiendo sobre cuáles son los problemas más urgentes de su comunidad y sobre la mejor forma de atenderlos. Además, mediante 55 convenios con universidades e instituciones de educación superior, se ha reunido a poco más de 9 mil promotores comunitarios, encargados de visitar colonias y zonas con pobreza extrema, explicar a sus habitantes la forma de operar y los objetivos de la Cruzada Nacional contra el Hambre, así como de brindar apoyo para la conformación y funcionamiento de los comités comunitarios.
· Por supuesto, esta labor implica capacitar a servidores públicos de la SEDESOL en todo el país, así como a servidores públicos estatales y municipales.
· Aunado a lo anterior, las autoridades de los tres órdenes de gobierno deben permanecer en comunicación y coordinación permanente a fin de articular respuestas adecuadas para los problemas específicos que encuentran las comunidades a través de diagnósticos y que gestionan ante dichas autoridades.
· Finalmente, los comités certifican las acciones de las autoridades, acreditando la respuesta gubernamental a sus necesidades.

Este mecanismo vivo permite detonar procesos participativos que abren espacios a nuevas voces e iniciativas; se trascienden los liderazgos inamovibles, los compadrazgos, las clientelas y se crean posibilidades para que la gestión social recobre su sentido. Además, la participación social permite reducir brechas de desigualdad añejas, como la desigualdad de género. De las poco más de 216 mil personas que integran mesas directivas de comités comunitarios, cerca de 156 mil son mujeres. Puesto en otras palabras: las comunidades que conforman asambleas están representadas por mujeres en un 72%.

La Cruzada Nacional contra el Hambre es prioritaria por la población que atiende, esos 7 millones de personas que viven en pobreza extrema y padecen carencia alimentaria. Su operación intergubernamental e interinstitucional la convierten en una estrategia donde convergen los esfuerzos de los tres órdenes de gobierno, de las propias comunidades, de organizaciones civiles, de promotores comunitarios.

La participación social, uno de los objetivos explícitos de la Cruzada, no es un componente exclusivo de ella. Si bien todos los programas sociales cuentan con esquemas de participación social, en el diseño del Programa de Comedores Comunitarios se ha incorporado a la comunidad en su operación.

Este Programa está orientado a garantizar la alimentación de niñas y niños, de mujeres embarazadas o en lactancia así como de adultos mayores y personas con discapacidad. Se han abierto 1,959 comedores comunitarios y esperamos cerrar el 2014 con aproximadamente 3 mil 900 comedores en operación.

Vale la pena explicar su funcionamiento para permitir al lector contemplar lo que hay detrás de cada comedor en el que toman sus alimentos 120 personas.

· Primero, se realiza una asamblea comunitaria para que el comité, a través de un acta, acepte el comedor. La asamblea también nombra al encargado de la comisión de alimentación, que es la responsable de recibir el equipamiento y el abasto mensual que permite la operación del comedor.
· La misma asamblea selecciona al grupo de cocineras, el tipo de cocina (industrial y/o ecológica) y el espacio físico donde se instalará el comedor. En asamblea se debate sobre este espacio físico para determinar si reúne las condiciones mínimas para dar el servicio alimentario y también para ser aprovechado en otras tareas comunitarias cuando no esté dando el servicio alimentario (por ejemplo, capacitación, actividades culturales y recreativas, o acciones de fomento a la salud).
· En asamblea se define el listado de beneficiarios (120 niñas, niños, mujeres embarazadas o en lactancia, adultos mayores o personas con discapacidad por cada comedor); y la cuota de recuperación, en caso que la comunidad decida implantarla. Es decir: la operación del comedor supone el establecimiento de vínculos de solidaridad humana para determinar quiénes son los que pueden acudir al comedor para satisfacer su derecho a la alimentación.
· En una semana se capacita a los grupos de cocineras. Cada grupo (5 cocineras por grupo) atiende a 120 beneficiarios con dos raciones de alimento al día (desayuno y comida), cinco días a la semana.
· El promotor acompaña la participación social en el comedor comunitario, identifica el universo de atención y espacio físico; e impulsa la participación y la organización social, vía el comité comunitario y la comisión de alimentación. El mismo promotor integra el expediente técnico del comedor conforme a lineamientos y acompaña los procesos de consolidación del comedor comunitario. Tiene la responsabilidad de generar informes semanales sobre el manejo de cuota de recuperación, control de inventarios en almacén, listado de asistencia, entre otros.

El Programa de Comedores Comunitarios es un ejemplo de que la participación social puede ser el engranaje operativo –y no sólo revisor o certificador- de la política pública orientada a la satisfacción de derechos sociales y a la creación de pisos mínimos de bienestar.

Creación y rediseño de programas

Como parte de esta política social de nueva generación, el gobierno del Presidente Enrique Peña Nieto también ha creado el Programa Seguro de Vida para Jefas de Familia, que brinda protección a los hijos que queden huérfanos a fin de que puedan continuar con sus estudios hasta culminar la educación superior. El Presidente Peña Nieto instruyó la creación de ese programa durante su toma de posesión. Hoy ha incorporado a más de 4 millones de mujeres que son el único sostén de su familia y protege a más de dos mil niños y jóvenes en todo el país, con lo cual se garantiza su derecho a la educación, establecido en el Artículo Tercero de nuestra Constitución.

Además de la Cruzada Nacional contra el Hambre, como una estrategia de inclusión para garantizar el derecho a la alimentación de las personas en pobreza extrema y carencia de alimentación, de la reactivación de la participación social como motor del desarrollo social, de la recuperación de instrumentos para el federalismo social, también se han han rediseñado programas sociales muy importantes.

Se ha fortalecido el Programa Oportunidades mejorando sus acciones en salud, en educación y vinculando a sus familias con programas sociales productivos que permitan a sus familias mejorar sus ingresos. Se ampliará, además, su cobertura, pues se prevé que a fines de este sexenio el Programa beneficie a 6.5 millones de familias, lo que significará un incremento de 12% respecto a los 5.8 millones de familias atendidas al cierre del programa en 2012. Para fines de 2014 esperamos alcanzar 6.1 millones de familias.

[bookmark: _GoBack]También se revisó el Programa 70 y más a fin de beneficiar a los adultos a partir de los 65 años. El Programa Pensión para Adultos Mayores brinda a los adultos de 65 años y más un apoyo económico y establece las condiciones para transitar a la Ley de la Pensión Universal, proyecto promovido por el Presidente Peña Nieto ante el Congreso de la Unión.

El criterio de elegibilidad para hacerse acreedor al apoyo es no recibir ingresos superiores a mil 92 pesos mensuales por concepto de pago de pensión por cesantía en edad avanzada o vejez, bajo el régimen de la Ley del Seguro Social vigente.

La ampliación de la edad de cobertura ha permitido incorporar al programa a más de dos millones de adultos mayores, lo que significa beneficiar un total de 5.6 millones de mexicanas y mexicanos y otorgarles acceso a la seguridad social, otro de los derechos fundamentales para el bienestar de los individuos.

Por su parte, LICONSA y DICONSA han vuelto a su naturaleza social, regulando mercados, referenciando precios y dinamizando las economías locales. La transferencia de ahorro que la operación de estos programas implica para sus beneficiarios es un instrumento de política pública esencial para paliar los efectos del aumento de los precios en la población en pobreza, particularmente en zonas rurales.

En suma: el gobierno del Presidente Enrique Peña Nieto ha reorientado el rumbo  del desarrollo social. La pobreza y el hambre hoy están en la agenda prioritaria del país. La relación de coordinación y articulación con gobiernos estatales y municipales para acabar con la pobreza extrema alimentaria son realidades palpables. Se han creado nuevos programas y rediseñado algunos que ya existían para responder mejor a las necesidades de los millones de personas que viven en pobreza. Y se construye un federalismo sobre la responsabilidad compartida de ofrecer resultados en materia de derechos sociales. Nuestra democracia es eso: derechos sociales efectivos, no de papel.


